
 

 

 
Comité preparatorio para las naciones unidas de la conferencia de 

plenipotenciarios para la prevención y el castigo de crímenes de lesa 
humanidad, 19 al 30 de enero de 2026 

 
 
 

Declaración general sobre el proyecto de artículos de la Comisión de 
Derecho Internacional sobre prevención y castigo de los crímenes de 

lesa humanidad 
 
 

Intervención pronunciada por 

 

 

Sr. Max E. Brea Mella 

Primer secretario, experto sexta comisión 

 

 

27 de enero de 2026 

 

 

Organización de las Naciones Unidas, 

Nueva York, Estados Unidos de América 
 
 
 
 



Gracias, señor Presidente, 
 
Por ser la primera vez que hago uso de la palabra, permítame felicitarle por su designación 
como Presidente de este Comité Preparatorio. Para la República Dominicana es un honor 
trabajar en el Buró bajo su liderazgo, en nuestra calidad de Vicepresidente. 
 
Aprovecho igualmente para saludar al Profesor Sean Murphy, Relator Especial de la 
Comisión de Derecho Internacional, y reconocer la solidez jurídica y la claridad del 
proyecto de artículos que hoy sirve de base a nuestras deliberaciones. 
 
Señor Presidente, 
 
Me permito excusar brevemente el carácter general de mi intervención. Al intervenir en el 
último de los clusters, el cluster 5, consideramos útil ofrecer un breve panorama del 
proyecto de artículos antes de concentrarnos en el ámbito que reviste particular interés 
para mi delegación. 
 
De manera general, para la República Dominicana este es un tema de especial relevancia. 
Durante años, la comunidad internacional ha reconocido la necesidad de contar con un 
instrumento específico sobre la prevención y el castigo de los crímenes de lesa 
humanidad. Coincidimos con otras delegaciones en que este proceso debe ser 
transparente, inclusivo y orientado tanto a la justicia para las víctimas como a la garantía 
de no repetición de crímenes que afectan a la comunidad internacional en su conjunto. 
 
En relación con las disposiciones preambulares y el artículo 1, valoramos el enfoque 
adoptado en la medida en que afirman la responsabilidad primaria de los Estados y la 
centralidad de los principios de la Carta de las Naciones Unidas, contribuyendo a la 
coherencia y cohesión del derecho internacional. 
 
Respecto del cluster 2, la República Dominicana apoya que se mantenga la definición 
contenida en el artículo 2 del proyecto, elaborada sobre la base del artículo 7 del Estatuto 
de Roma de la CPI. Se trata de una definición consolidada en el derecho internacional y 
aplicada de manera consistente por tribunales internacionales, lo que refuerza la 
seguridad jurídica y evita la fragmentación normativa. Al mismo tiempo, mantenemos 
una disposición abierta y constructiva a evaluar otras propuestas que puedan 
formularse, mutatis mutandis, en aras del consenso entre las delegaciones. 
 



En cuanto al cluster 3, relativo a las medidas nacionales, consideramos que las 
disposiciones sobre criminalización, jurisdicción, investigación y sanción reflejan 
adecuadamente la responsabilidad primaria de los Estados. En este contexto, la República 
Dominicana entiende necesario que el proyecto incorpore una disposición expresa sobre 
la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad, así como la exclusión de 
indultos, amnistías u otras figuras análogas, en consonancia con enfoques ya recogidos en 
el Código Penal dominicano. 
 
Con relación al cluster 4, apoyamos el enfoque adoptado en materia de extradición, 
asistencia jurídica mutua y cooperación internacional, inspirado en instrumentos 
convencionales ampliamente aceptados, y subrayamos la importancia de que dicha 
cooperación se ejerza con pleno respeto al debido proceso y a los principios generales del 
derecho. 
 
Señor Presidente, 
 
Permítame ahora concentrar mi intervención en el cluster 5, relativo a las salvaguardias, y 
en particular en el artículo 5, sobre el principio de no devolución. La República 
Dominicana apoya la inclusión de una cláusula de no devolución específica en materia de 
crímenes de lesa humanidad, reconociendo su valor como mecanismo preventivo y su 
coherencia con las obligaciones existentes en el derecho internacional de los derechos 
humanos y en el derecho internacional humanitario. 
 
Al mismo tiempo, consideramos que el artículo 5 podría beneficiarse de una mayor 
claridad en cuanto a su alcance y aplicación práctica. En particular, estimamos útil 
precisar su interacción con otras competencias estatales ejercidas conforme al derecho 
internacional, a fin de garantizar una aplicación coherente y respetuosa del debido 
proceso. 
 
Desde esta perspectiva, resulta esencial distinguir entre la deportación o el traslado 
forzoso de población como crimen de lesa humanidad que presupone un ataque 
generalizado o sistemático contra la población civil, por una parte, y las medidas 
adoptadas por los Estados en ejercicio de competencias legítimas, siempre que dichas 
medidas se apliquen conforme al derecho internacional, al principio de legalidad y al 
debido proceso. Una mayor precisión en este punto contribuiría a evitar interpretaciones 
extensivas no deseadas y a asegurar una aplicación uniforme de la disposición. 



Asimismo, valoramos positivamente las disposiciones contenidas en los artículos 11 y 12, 
relativas al trato justo del presunto infractor y a la protección de las víctimas, testigos y 
otras personas, por cuanto refuerzan el equilibrio general del proyecto. 
 
Señor Presidente, 
 
Finalmente, y aprovechando la presencia del Profesor Murphy, agradeceríamos si pudiera 
ofrecer alguna orientación adicional sobre el alcance previsto del artículo 5, en particular 
en cuanto a cómo la Comisión concibió la interacción entre el principio de no devolución y 
el ejercicio de competencias estatales conforme al derecho internacional. 
 
Para concluir, la República Dominicana aboga por la construcción de un instrumento 
equilibrado, eficaz y ampliamente aceptable, que contribuya de manera real a la 
prevención de los crímenes de lesa humanidad y a la protección de la dignidad humana. 
 
Muchas gracias. 


